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Resol. Serie “C” N° 51
Expte. N° 18.886 – Año 2017 – Autos: “Abraham Edverto Fernando c/ Tarjeta Naranja S.A. y/o Quien corresponda s/ Supuesta Infracción a la Ley 24.240 – Apelación”

Santiago del Estero, diez de julio de dos mil diecinueve.



Y Vistos: 



Para resolver el Recurso de Apelación interpuesto por la parte denunciada a ff. 51/57 y vta. de los presentes actuados.-------------------------------------------------


Y Considerando: 





I) Que se presenta Tarjeta Naranja SA. y deduce Recurso de Apelación en contra de la Resolución Nº 164 de fecha 20 de febrero del 2017 (ff. 37/40), dictada por el Sr. Director General de Comercio.-------------------------




Que dicha resolución sanciona a la empresa denunciada por infracción a los arts. 3, 4, 8 bis, 10 bis y 40 de la Ley 24.240 y sus modificatorias. Asimismo, la intima a devolver  al Sr. Abraham la suma de $3.994,06; a pagar multa por $3.000 por su incomparencia injustificada a las audiencias fijadas en las actuaciones administrativas, y ordena la publicación de la resolución en los diarios de circulación.----------------------------

II) Que para resolver de esta manera, el organismo administrativo, estimó que Tarjeta Naranja SA. violó el deber de información (art. 4), ya que nunca dio respuesta al reclamo del consumidor, inclusive después de iniciado el expediente administrativo y de realizadas las audiencias conciliatorias.-------------------------------- 




Consideró que infringió el art. 8 bis porque obligó al denunciante a formular varios reclamos sin solución ni respuesta de la empresa, inacción que posibilitó que el Sr. Abraham reclame el cumplimiento forzado de la obligación (art. 10 bis).------------------

Concluyó que el denunciante sufrió el menoscabo de sus derechos como consumidor, y que padeció un perjuicio efectivo, dado el tiempo transcurrido, el desinterés de la firma denunciada en otorgar una solución, su silencio, el hecho de que la denunciante se vio obligada a concurrir a la Dirección de Comercio y los gastos mínimos en que incurrió para hacerlo.-------------

III) En la exposición de su recurso, la denunciada sostiene que la resolución carece de fundamentación que justifique la decisión y los hechos que tipifican la infracción por la cual se condena. Expresa que se incurre en un exceso de competencia y violación de la ley ya que dispuso la ejecución de un acto por su representada para lo que no tiene facultades. Refiere que la propia administración ha incumplido las reglas del debido proceso.-------------------------------------------


Postula que se ha ignorado la falta de legitimación pasiva de su mandante porque la cuota cobrada indebidamente corresponde a Plan Ovalo, contratado por el consumidor en la firma Lo Bruno SA..----------------------


Por tanto, refiere que Tarjeta Naranja es emisor de la tarjeta de crédito y actuó como agente de cobro en la operación realizada entre el denunciante y el proveedor, y por tanto es ajena a ese negocio (art. 43 de la ley 25065). Invoca que de conformidad al art. 40 de la ley 24240, la empresa denunciada no se encuentra entre los responsables enumerados en dicho dispositivo. Por tanto, expresa que debieron ser citados Plan Ovalo y Lo Bruno SA.



Refiere que su mandante resulta acusado de infractor sin una adecuada tipificación de su conducta o ausencia de la misma. Señala que la aplicación de una sanción con fundamento en el art. 3 de la ley 24240, que no tipifica conducta punible, es absolutamente infundada, como lo es también la imputación por violación del deber de información previsto en el art. 4. Sostiene que su mandante no es proveedor sino una tarjeta de crédito que ha cumplido con el deber de informar con el contrato de emisión y con los resúmenes de cuenta mensuales remitidos al titular. Asimismo, indica que la resolución no describe cuál es el trato inadecuado e indigno que el titular de la tarjeta recibió de parte de su mandante. Es decir, que la resolución ingresa a una fundamentación puramente dogmática.------------------------------------------------




Sostiene que la Dirección se ha arrogado facultades jurisdiccionales al ordenar a su representada devolver la suma de $3.994 al denunciante. Refiere que es incompetente para resolver sobre el daño directo.--------



También acusa que se ha violentado el debido proceso legal, porque se han remitido las cédulas de notificación dirigidas a su representada al domicilio de su sucursal, cuando debió ser notificada en su domicilio especial constituido por ser una persona jurídica, o bien a su domicilio real en la ciudad de Córdoba.-------------



Por ultimo, se agravia de la imposición de la publicación en el diario de la sanción aplicada a su representada, cuando no se trata de una resolución firme, que además resulta arbitraria. Solicitó de conformidad al último párrafo del artículo 44 del decreto 373/14, la dispensa de la publicación ordenada.---------------------



IV) A ff. 75/77 obra dictamen de la Fiscalía General, quien en base a las consideraciones expuestas en su dictamen, entiende que la resolución apelada se ajusta a derecho y que corresponde rechazar el recurso venido en estudio.-------------------------------------------------

V) Sentado ello, corresponde analizar la competencia de este Máximo Tribunal Provincial, así como los demás recaudos formales como ser, plazo, forma y legitimación; como paso previo a ingresar al estudio de la procedencia del recurso interpuesto.------------------
---

De acuerdo a lo establecido en el art. 43 de la Ley de “Implementación y Procedimiento para la Defensa de los Derechos y Garantías de los Consumidores y Usuarios”, que como Anexo forma parte del Decreto Acuerdo Nº 373/14 de la Provincia de Santiago del Estero, “Toda resolución definitiva por infracción a las disposiciones de las Leyes referidas en la presente puede ser recurrida por ante los jueces de la sala contencioso administrativa del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia”.--------------------



De esta manera, teniendo en cuenta que el recurso deducido recae sobre la Resolución Nº 164/17 de fecha 20 de febrero del 2017, constituye sentencia definitiva, dado que pone fin al pleito entablado en sede administrativa, siendo este Superior Tribunal competente para entender en la cuestión traída a estudio.-----------

En lo que respecta al extremo de la temporaneidad y formalidad, la segunda parte del artículo citado reza “El recurso debe interponerse y fundarse ante la Autoridad de Aplicación dentro de las 48 hs. de notificada la resolución y concederse con efecto devolutivo”.---------------------------------------------

De acuerdo a las constancias de autos, Tarjeta Naranja es notificada conforme cédula de ff. 43, en fecha 12/06/2017, en el domicilio de Pellegrini Nº 246 de esta ciudad, dirección consignada en la denuncia inicial de ff. 1, y que resulta de las copias de resúmenes acompañadas por el consumidor; como también adonde fueron remitidas todas las notificaciones cursadas en las actuaciones, sin que la parte denunciada se presente sino hasta la interposición del recurso de apelación. Es decir, nunca compareció a las dos audiencias de conciliación fijadas por la Autoridad Administrativa (f. 21 y 26), ni cuando fue imputada por resolución 727/16 (cédula de f. 32).-----

En rigor de verdad, recién con la presentación del 19/06/2017 comparece Tarjeta Naranja e impugna de nulidad la notificación de la resolución sancionatoria, efectuada mediante cédula de f. 43, dirigida al mismo domicilio donde fueron remitidas las demás comunicaciones tramitadas en las actuaciones administrativas, lo cual resulta dudoso que antes no tuviese real y efectivo conocimiento de la denuncia. La ocurrente alega su invalidez por haber sido cursadas al domicilio de la sucursal, no siendo el constituido por la firma, según sus alegaciones.--------------------------------------------

Al respecto, estimo que no le asiste razón a la apelante toda vez que las notificaciones efectuadas en la sede de la sucursal radicada en esta ciudad, son válidas por ser un domicilio especial constituido en el lugar donde opera la firma y para la ejecución de las obligaciones aquí contraídas. Efectivamente, es allí donde se dirige el consumidor ante cualquier reclamo, pago, extracción de resumen, etc., o donde es citado por la firma para cualquier trámite  vinculado con el contrato de la tarjeta.-----------------------------------------------



Como es de público conocimiento, Tarjeta Naranja SA. se trata de una persona jurídica que posee muchos establecimientos o sucursales, con lo cual en el marco de las relaciones consumeriles, donde se trata de tutelar a la parte débil de la relación de consumo: usuario o consumidor, resulta contradictorio con los principios protectorios que informan este derecho, imponer y/o someter al particular a la exigencia de acudir al domicilio de la sede social o matriz para efectuar sus reclamos, como si el establecimiento asentado en esta ciudad no tuviese obligaciones o careciera de efectos jurídicos su presencia en esta plaza. Con mayor razón, cuando estamos ante relaciones entre quienes adquieren o utilizan bienes o servicios para satisfacer necesidades domésticas, y quienes proveen bienes y servicios en el mercado, en un marco de desigualdad estructural, caracterizada por la debilidad y vulnerabilidad de los consumidores y usuarios.---------------------------------

Lo claro es que independientemente del domicilio central, las sucursales de la casa matriz tienen un domicilio especial, en el lugar del respectivo establecimiento, “para la ejecución de las obligaciones allí contraídas por los agentes locales” (art. 152 del C.C.C.). Debe entenderse por sucursales toda la ramificación o filial de una compañía establecida en un lugar distinto de su domicilio principal, en el que ejerza una actividad que constituya su objeto, por medio de los agentes autorizados para obligarlas. La justificación de su existencia está en la seguridad jurídica dinámica, pensada en relación no con la propia persona a quien la ley le asigna el domicilio legal, sino respecto de quienes deben vincularse jurídicamente con ella (Cfr. Edgardo Ignacio Saux en Código Civil y Comercial de la Nación –comentado, dirigido por Ricardo Luis Lorenzetti, T° I, pág. 351/352 editorial Rubinzal – Culzoni editores – Santa Fe, 2014).----------------------------------------------

En suma, el domicilio de Tarjeta Naranja SA. en esta ciudad, tiene pleno efecto jurídico para las obligaciones aquí contraídas, con el objeto de favorecer o proteger a la parte débil del contrato, como de los acreedores, para aliviarlo de la necesidad de litigar en la sede principal, por estar alejada del lugar donde se presume han sido contraídas las obligaciones.------------

Por lo tanto, el domicilio sito en Pellegrini Nº 246 de esta ciudad, en tanto sede especial de la razón social denunciada, constituye un domicilio válido para las actuaciones seguidas en el marco de esta denuncia por infracción a la Ley de Defensa del Consumidor, en donde cabe considerar la aplicación del principio in dubio pro consumidor, no correspondiendo someterlo a exigencias rigurosas de acudir para sus reclamos a otras jurisdicciones, cuando su vínculo o relación contractual la mantuvo con la sucursal de esta ciudad. Más aun cuando, la ocurrente no puede alegar desconocimiento o desinformación, cuando fue notificada con anterioridad para comparecer en sede administrativa, tanto a las audiencias de conciliación fijadas (2) como cuando es notificada de la imputación, siendo que dichas notificaciones produjeron el efectivo conocimiento de la denuncia, al ser dejadas en la sede de la sucursal. Por tanto, no puede en instancia recursiva recién alegar desconocimiento, después de tramitado todo el sumario; siendo cuestionable como es que la última notificación fue conocida y no las anteriores, cuando fueron diligenciadas en el mismo domicilio. Asimismo, tampoco cabe reconocerle efectos jurídicos a una presentación general efectuada por la firma en sede administrativa (de fecha posterior al inicio de la presente denuncia), haciendo conocer un domicilio especial legal constituido en esta ciudad, en tanto es obligación comparecer en cada denuncia, a fin de procurar una efectiva defensa de su mandante.-------------

En consecuencia, considerando la fecha del cargo del escrito de apelación de ff. 51 (21/06/2017), y la fecha de su notificación (12/06/17), teniendo en cuenta que se interpreta como un plazo de caducidad, el mismo se considera formulado de manera extemporánea, en razón de ello corresponde declarar formalmente inadmisible la vía intentada por lo que no es posible abordar los agravios de la apelante, con el objeto de examinar la procedencia del recurso. Por todo lo expuesto, Se Resuelve: I) Declarar formalmente inadmisible por extemporáneo al recurso de Apelación interpuesto por la parte denunciada a ff. 51/57 y vta. de los presentes autos. II) Sin costas por no haber mediado oposición de la contraria. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Sebastián Diego Argibay –Gustavo Adolfo Herrera – Eduardo Federico López Alzogaray – Eduardo José Ramón Llugdar – Carlos P.M.A. Lugones Aignasse – Ante mí: Dr. Mario José Medina – Secretario Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
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